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atendiendo a las circunstancias socioeconómicas 

del solicitante, en términos de los lineamientos 

que expida el Instituto.

Artículo 175. La información que en términos de 

Ley deban publicar de manera obligatoria los suje-

tos obligados, o deba ser generada de manera 

electrónica, según lo dispongan las disposiciones 

legales o administrativas no podrá tener ningún 

costo, incluyendo aquella que se hubiera digitali-

zado previamente por cualquier motivo, en aque-

llos casos en que la modalidad de entrega sea por 

medio de la plataforma o vía electrónica.

En ningún caso, el pago de derechos deberá exce-

der el costo de reproducción de la información en 

el material solicitado. Los ajustes razonables que 

se realicen para el acceso de la información de 

solicitantes con discapacidad serán sin costo para 

los mismos.

Título Octavo 

De la Impugnación en Materia de Acceso a la 

Información Pública
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Capítulo I 

Del Recurso de Revisión ante el Instituto 

Artículo 176. El recurso de revisión es la garantía 

secundaria mediante la cual se pretende reparar 

cualquier posible afectación al derecho de acceso 

a la información pública en términos del presente 

y del siguiente Capítulo

Artículo 177. En las respuestas a las solicitudes de 

acceso a la información pública, las unidades de 

transparencia deberán informar a los interesados 

el derecho y plazo que tienen para promover 

recurso de revisión.

Artículo 178. El solicitantepodrá interponer, por sí 

mismo o a través de su representante, de manera 

directa o por medios electrónicos, recurso derevi-

sión ante el Instituto o ante la Unidad de Transpa-

rencia que haya conocido de la solicitud dentro de 

los quince días hábiles, siguientes a la fecha de la 

notificación de la respuesta.

A falta de respuesta del sujeto obligado, dentro de 

los plazos establecidos en esta Ley, a una solicitud 

de acceso a la información pública, el recurso 

podrá ser interpuesto en cualquier momento, 
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En el caso de que se interponga ante la Unidad de

Transparencia, ésta deberá remitir el recurso de 

revisión al Instituto a más tardar al día siguiente de 

haberlo recibido.

Artículo 179. El recurso de revisión es un medio de 

protección que la Ley otorga a los particulares, 

para hacer valer su derecho de acceso a la infor-

mación pública, y procederá en contra de las 

siguientes causas:

 I. La negativa a la información solicitada;

II. La clasificación de la información;

III. La declaración de inexistencia de la informa-

ción;

IV. La declaración de incompetencia por el 

sujeto obligado;

V. La entrega de información incompleta;

VI. La entrega de información que no 

corresponda con lo solicitado;

VII. La falta de respuesta a una solicitud de acceso 

a la información;

VIII. La notificación, entrega o puesta a disposi-

ción de información en una modalidad o formato 

distinto al solicitado;

IX. La entrega o puesta a disposición de 

información en un formato incomprensible y/o no 

accesible para el solicitante;

X. Los costos o tiempos de entrega de la 

información;

XI. La falta de trámite a una solicitud;

XII. La negativa a permitir la consulta directa de 

la información
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XIII. La falta, deficiencia o insuficiencia de la 

fundamentación y/o motivación en la respuesta; y

XIV. La orientación a un trámite específico. La 

respuesta que den los sujetos obligados derivada 

de la resolución a un recurso de revisión que 

proceda por las causales señaladas en las fraccio-

nes IV, VII, IX, X, XI y XII es susceptible de ser 

impugnada de nueva cuenta, mediante recurso de 

revisión, ante el Instituto.

Artículo 180. El recurso de revisión contendrá:

I. El sujeto obligado ante la cual se presentó la 

solicitud;

II. El nombre del solicitante que recurre o de su 

representante y, en su caso, del tercero interesado, 

así como la dirección o medio que señale para 

recibir notificaciones;

III. El número de folio de respuesta de la solicitud 

de acceso;

IV. La fecha en que fue notificada la respuesta al 

solicitante o tuvo conocimiento del acto reclama-

do, o de presentación de la solicitud, en caso de 

falta de respuesta;

V. El acto que se recurre;

VI. Las razones o motivos de inconformidad;

VII. La copia de la respuesta que se impugna y, en 

su caso, de la notificación correspondiente, en el 

caso de respuesta de la solicitud; y

VIII. Firma del recurrente, en su caso, cuando se 

presente por escrito, requisito sin el cual se dará 

trámite al recurso.



128

Adicionalmente, se podrán anexar las pruebas y 

demás elementos que considere procedentes 

someter a juicio del Instituto.

En ningún caso será necesario que el particular 

ratifique el recurso de revisión interpuesto.

En caso de que el recurso se interponga de manera 

electrónica no será indispensable que contengan 

los requisitos establecidos en las fracciones II, IV, 

VII y VIII.

Artículo 181. Si el escrito de interposición del 

recurso no cumple con alguno de los requisitos 

establecidos en el artículo anterior y el Instituto no 

cuenta con elementos para subsanarlos, se preven-

drá al recurrente, por una sola ocasión y a través 

del medio que haya elegido para recibir notific 

ciones, con el objeto de que subsane las omisiones 

dentro de un plazo que no podrá exceder de cinco 

días hábiles, contados a partir del día siguiente de 

la notificación de la prevención, con el apercibi-

miento de que, de no cumplir, se desechará el 

recurso de revisión.

La prevención tendrá el efecto de interrumpir el 

plazo que tiene el Instituto para resolver el recurso, 

por lo que comenzará a computarse a partir del día 

siguiente a su desahogo. No podrá prevenirse por 

el nombre que proporcione el solicitante.

El Instituto resolverá el recurso de revisión en un 

plazo que no podrá exceder de treinta días hábiles, 

contados a partir de la admisión del mismo, en los 

términos que establezca la presente ley, plazo que 

podrá ampliarse por una sola vez y hasta por un 

periodo de quince días hábiles.

Durante el procedimiento deberá aplicarse la 

suplencia de la queja a favor del recurrente, sin 

cambiar los hechos expuestos, asegurándose de 

que las partes puedan presentar, de manera oral o   
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escrita, los argumentos que funden y motiven sus 

pretensiones.

Para el caso de interposición del recurso de 

revisión a través de la Plataforma Nacional o la 

plataforma que para tales efectos habilite el Insti-

tuto, éste podrá solicitar al particular subsane las 

deficiencias por ese medio.

Artículo 182. En todo momento, los Comisionados 

deberán tener acceso a la información clasificada 

para determinar su naturaleza según se requiera. El 

acceso se dará de conformidad con la normativi-

dad previamente establecida por los sujetos 

obligados para el resguardo o salvaguarda de la 

información.

Artículo 183. La información reservada o confiden-

cial que, en su caso, sea consultada por los Comi-

sionados, por resultar indispensable para resolver 

el asunto, deberá ser mantenida con ese carácter y 

no deberá estar disponible en el Expediente, salvo 

en los casos en los que sobreviniera la desclasifica-

ción de dicha información y continuara bajo el 

resguardo del sujeto obligado en el que original-

mente se encontraba o cuando se requiera, por ser 

violaciones graves a derechos humanos o delitos 

de lesa humanidad, de conformidad con el dere-

cho nacional y los tratados internacionales de los 

que el Estado mexicano sea parte.

Artículo 184. El Instituto, al resolver el recurso de 

revisión y tratándose de información clasificada 

como confidencial, deberá aplicar una prueba de 

interés público con base en elementos de idonei-

dad, necesidad y proporcionalidad, cuando exista 

una colisión de derechos.

Para estos efectos, se entenderá por:

I. Idoneidad: La legitimidad del derecho adoptado 

como preferente, que sea el adecuado
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para el logro de un fin constitucionalmente válido 

o apto para conseguir el fin pretendido

II. Necesidad: La falta de un medio alternativo 

menos lesivo a la apertura de la información para 

satisfacer el interés público; y

III. Proporcionalidad: El equilibrio entre el perjuicio 

y beneficio a favor del interés público, a fin de que 

la decisión tomada represente un beneficio mayor 

al perjuicio que podría causar a la población.

Artículo 185. El Instituto resolverá el recurso de 

revisión conforme a lo siguiente:

I. Interpuesto el recurso de revisión, el sistema 

electrónico y excepcionalmente, el Presidente del 

Pleno lo turnará en un plazo no mayor de tres días 

hábiles, al Comisionado ponente que corresponda, 

quien deberá proceder a su análisis para que 

decrete su admisión o su desechamiento;

II. Admitido el recurso de revisión, la o el Comisio-

nado ponente deberá integrar un expediente y 

ponerlo a disposición de las partes, para que, en un 

plazo máximo de siete días hábiles, manifiesten lo 

que a su derecho convenga;

III. Recibido el informe justificado, cuando se 

modifique la respuesta, este se pondrá a disposi-

ción del recurrente para que, en un plazo de tres 

días hábiles, manifieste lo que a su derecho 

convenga;

IV. Dentro del plazo mencionado en la fracción 

II, las partes podrán ofrecer todo tipo de pruebas 

o alegatos excepto la confesional por parte de los 

sujetos obligados y aquéllas que sean contrarias a 

derecho
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V. La o el Comisionado ponente podrá determinar 

la celebración de audiencias con las partes durante 

la sustanciación del recurso de revisión;

VI. Concluido el plazo señalado en la fracción II del 

presente artículo, la o el Comisionado ponente 

procederá a decretar el cierre de instrucción;

VII. El Instituto no estará obligado a atender la 

información remitida por el sujeto obligado una 

vez decretado el cierre de instrucción; y

VIII. Decretado el cierre de instrucción, el expe-

diente pasará a resolución, en un plazo que no 

podrá exceder de veinte días hábiles.

Artículo 186. Las resoluciones del Instituto podrán:

I. Desechar o sobreseer el recurso;

II. Confirmar la respuesta del sujeto obligado;

III. Revocar o modificar la respuesta del sujeto 

obligado; y

IV. Ordenar la entrega de la información.

Las resoluciones establecerán, en su caso, los 

plazos ytérminos para su cumplimiento y los 

procedimientos para asegurar su ejecución, los 

cuales no podrán exceder de diez días hábiles para 

la entrega de información. Excepcionalmente el 

Instituto, previa fundamentación y motivación, 

podrán ampliar estos plazos cuando el asunto así 

lo requiera
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Artículo 187. En las resoluciones el Instituto podrá 

señalarle a los sujetos obligados que la informa-

ción que deben proporcionar sea considerada 

como obligación de transparencia de conformidad 

con lo previsto en esta Ley, atendiendo a la 

relevancia de la información, la incidencia de las 

solicitudes sobre la misma y el sentido reiterativo 

de las resoluciones.

Artículo 188. Las resoluciones que pronuncie el 

Instituto para resolver los recursos que le sean 

planteados, deberán contener:

I. Lugar, fecha, el nombre del recurrente y del 

tercero interesado en su caso, sujeto obligado y un 

extracto de los hechos cuestionados;

II. Los preceptos en que se fundamenten y las 

consideraciones que las sustenten;

III. Los alcances y efectos de la resolución, fijando 

con precisión, en su caso, los sujetos y órganos 

obligados a cumplirla; y

IV. Los puntos resolutivos.

Artículo 189. El Instituto deberá notificar a las 

partes y publicar las resoluciones, a más tardar, el 

tercer día hábil siguiente de su aprobación.

Los sujetos obligados deberán informar al Instituto 

el cumplimiento de sus resoluciones en un plazo 

no mayor a tres días hábiles.

Artículo 190. Cuando el Instituto determine duran-

te la sustanciación del recurso de revisión que 

pudo haberse incurrido en una probable responsa-

bilidad por el incumplimiento a las obligaciones 

previstas en esta Ley y las demás disposiciones 

jurídicas aplicables en la materia, deberá hacerlo 

del conocimiento del órgano de control interno de 

la instancia competente para que éste inicie, en su 

caso, el procedimiento de
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responsabilidad respectivo, cuyo resultado deberá 

de ser informado al Instituto.

Artículo 191. El recurso será desechado por impro-

cedente cuando:

I. Sea extemporáneo por haber transcurrido el 

plazo establecido en la presente Ley, a partir de la 

respuesta;

II. Se esté tramitando ante el Poder Judicial de la 

Federación algún recurso o medio de defensa 

interpuesto por el recurrente;

III. No actualice alguno de los supuestos previstos 

en la presente Ley;

IV . No se haya desahogado la prevención en 

los términos establecidos en la presente Ley;

V. Se impugne la veracidad de la información 

proporcionada;

VI. Se trate de una consulta, o trámite en 

específico; y

VII. El recurrente amplíe su solicitud en el recurso 

de revisión, únicamente respecto de los nuevos 

contenidos.

Artículo 192. El recurso será sobreseído, en todo o 

en parte, cuando una vez admitido, se actualicen 

alguno de los siguientes supuestos:

I. El recurrente se desista expresamente del recur-

so;

II. El recurrente fallezca o, tratándose de personas 

jurídicas colectivas, se disuelva;

III. El sujeto obligado responsable del acto lo 

modifique o revoque de tal manera que el recurso 

de revisión quede sin materia;
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V. Admitido el recurso de revisión, aparezca 

alguna causal de improcedencia en los términos de 

la presente Ley; y

V. Cuando por cualquier motivo quede sin materia 

el recurso.

Artículo 193. El Instituto Nacional, de conformidad 

con las disposiciones jurídicas aplicables, podrá 

atraer para su conocimiento los recursos de 

revisión que por su interés y trascendencia así lo 

ameriten, cumpliendo las formalidades que regu-

len dicho procedimiento. En ese caso, cesará 

la substanciación a cargo del Instituto.

Artículo 194. Las resoluciones del Instituto son 

vinculatorias, definitivas e inatacables para los 

sujetos obligados, y contra ellas no procederá 

recurso alguno, por lo que cuando satisfacen 

plenamente la solicitud de la persona, adquieren la 

condición de resolución dictada por órgano cons-

titucional en el régimen jurídico nacional.

Artículo 195. En la tramitación del recurso de 

revisión se aplicarán supletoriamente las disposi-

ciones contenidas en el Código de Procedimientos 

Administrativos del Estado de México.

 

Capítulo II 

Del Recurso de Inconformidad ante el Instituto 

Nacional 

Artículo 196. Los particulares podrán impugnar 

las determinaciones o resoluciones del Instituto  

ante el Instituto Nacional o el Poder Judicial de la 

Federación, conforme a lo previsto en la Ley 

General
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Capítulo III

De la Atracción de los Recursos de Revisión 

Artículo 197. El Pleno del Instituto Nacional, 

cuando así lo apruebe la mayoría de sus Comisio-

nados, de oficio o a petición del Instituto, podrá 

ejercer la facultad de atracción para conocer de 

aquellos recursos de revisión pendientes de reso-

lución, que por su interés y trascendencia así lo 

ameriten, en los plazos y términos previstos en la 

Ley General y demás normatividad aplicable.

Capítulo IV 

Del Cumplimiento 

Artículo 198. Los sujetos obligados, a través de la 

Unidad de Transparencia, darán estricto cumpli-

miento a las resoluciones del Instituto y deberán 

rendir Informe a éste sobre su cumplimiento.

Excepcionalmente, considerando las circunstan-

cias especiales del caso, los sujetos obligados 

podrán solicitar al Instituto, de manera fundada y 

motivada, una ampliación del plazo para el cumpli-

miento de la resolución.

Dicha solicitud deberá presentarse, a más tardar, 

dentro de los primeros tres días hábiles del plazo 

otorgado para el cumplimiento, a efecto de que el 

Instituto resuelva sobre la procedencia de la 

misma dentro de los cinco días hábiles siguientes.

Artículo 199. Transcurrido el plazo señalado en el 

artículo anterior, el sujeto obligado deberá rendir;
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Informe al Instituto sobre el cumplimento de la 

resolución.

El Instituto verificará de oficio la calidad de la 

información y, a más tardar al día siguiente de 

recibir el informe, dará vista al recurrente para que, 

dentro de los cinco días hábiles siguientes, mani-

fieste lo que a su derecho convenga.

Si dentro del plazo señalado el recurrente mani-

fiesta que el cumplimiento no corresponde a lo 

ordenado por el Instituto, deberá expresar las 

causas específicas por las cuales así lo considera.

Artículo 200. El Instituto deberá pronunciarse, en 

un plazo no mayor a cinco días hábiles, sobre 

todas las causas que el recurrente manifieste, así 

como del resultado de la verificación realizada. Si 

el Instituto considera que se dio cumplimiento a la 

resolución, emitirá un acuerdo de cumplimiento y 

se ordenará el archivo del expediente. En caso 

contrario, el Instituto:

I. Emitirá un acuerdo de incumplimiento;

II. Notificará al superior jerárquico del responsable 

de dar cumplimiento, para el efecto de que, en un 

plazo no mayor a cinco días hábiles, se dé cumpli-

miento a la resolución, bajo el apercibimiento que 

de no demostrar que dio la orden, se le impondrá a 

su titular una medida de apremio en los términos 

señalados en esta Ley, además de que incurrirá en 

las mismas responsabilidades del servidor público 

inferior; y

III. Determinará las medidas de apremio o sancio-

nes, según corresponda, que deberán imponerse o 

las acciones procedentes que deberán aplicarse, 

de conformidad con lo señalado en el 

siguiente Título.

El servidor público requerido como superior jerár-

quico incurre en responsabilidad por falta de 
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cumplimiento de la resolución, en los mismos 

términos en que incurrió el servidor público origi-

nalmente obligado.

Todos los servidores públicos que tengan o deban 

tener intervención en el cumplimiento de la resolu-

ción, están obligados a realizar, dentro del ámbito 

de su competencia, los actos necesarios para su 

eficaz cumplimiento y estarán sujetos a las mismas 

responsabilidades a que alude esta Ley.

Artículo 201. El acatamiento extemporáneo de la 

resolución del recurso de revisión, si es injustifica-

do, no exime de responsabilidad a los servidores 

públicos que resulten responsables ni, en su caso, 

a su superior jerárquico, pero se tomará en consi-

deración como atenuante al imponer la sanción 

administrativa o penal, que llegara a corresponder

Capítulo V 

De los Criterios de Interpretación 

Artículo 202. Una vez que hayan causadoejecuto-

ria las resoluciones dictadas en los recursos que se 

sometan a su competencia, el Instituto podrá 

emitir los criterios de interpretación que estime 

pertinentes y que deriven de lo resuelto en dichos 

asuntos.

El Instituto Nacional podrá emitir criterios de 

carácter orientador para el Instituto, que se esta-

blecerán por reiteración al resolver tres casos 

análogos de manera constitutiva en el mismo 

sentido, por al menos dos terceras partes del Pleno 

del Instituto Nacional, derivados de resoluciones 

que hayan quedado firme
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Artículo 203. Para efectos del presente Capítulo, 

los criterios podrán ser de tres tipos:

I. Criterio reiterado: Es aquél que se constituye al 

resolver tres casos análogos de manera consecuti-

va en el mismo sentido, que representa el racioci-

nio sostenido por al menos cuatro de las o los 

Comisionados del Pleno del Instituto, derivados de 

resoluciones que hayan quedado en firme, en 

materia de acceso a la información o de protección 

de datos personales;

II. Criterio relevante: Es aquél que consiste en la 

descripción del razonamiento contenido en una 

resolución que, por su interés o trascendencia para 

el acceso a la información o la protección de datos 

personales, amerita su formulación; y

III. Criterio orientador: Es aquél que reúne los 

requisitos de un criterio obligatorio, a excepción 

del número de recursos resueltos, que podrá ser 

menor, el cual sin ser obligatorio resulta de utilidad 

para resolver de forma determinada una contro-

versia similar que se presente en lo subsecuente.

Artículo 204. Los criterios reiterados y relevantes 

serán obligatorios para los integrantes del Institu-

to y para los sujetos obligados. La obligatoriedad 

del criterio deberá ser observada al dar respuesta 

al particular en su ejercicio del derecho de acceso 

a la información o protección de datos personales, 

según sea aplicable a la materia de la solicitud, así 

como al cumplir las resoluciones del Instituto 

revisor de sus actos, aun cuando dicho criterio no 

haya sido invocado en la resolución que haya 

recaído al recurso objeto del cumplimiento, de ser 

aplicable al caso concreto.
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Artículo 205. Los criterios de interpretación se 

compondrán por el rubro, el texto y la resolución o 

el precedente que, en su caso, hayan originado su 

emisión.

Para efectos del presente artículo se entenderá 

por:

I. Rubro: Constituye el enunciado gramatical que 

identifica al criterio de interpretación y tiene por 

objeto reflejar con precisión, congruencia y clari-

dad el sentido del criterio;

II. Texto: Se compone por la consideración inter-

pretativa, en forma abstracta, del razonamiento 

contenido en una o varias resoluciones emitidas 

por el Instituto;

III. Resolución: Proceso de argumentación jurídica 

que representa el razonamiento del Instituto 

respecto de la cuestión efectivamente planteada 

en el recurso de revisión interpuesto por los parti-

culares; y

IV. Precedente: Constituye el conjunto de resolu-

ciones ejecutoriadas e ininterrumpidas creadoras 

de criterios, cuya función es determinar el sentido 

de un criterio de interpretación.

Para la emisión de criterios de interpretación se 

debe establecer la Época. Las épocas, son perio-

dos que reflejan cambios paradigmáticos en la 

manera de formar criterios en materia de transpa-

rencia, acceso a la información pública y protec-

ción de datos. La mayoría de estos cambios se 

deben a modificaciones sustanciales en la normati-

va que rige la materia, acontecimientos de gran 

relevancia histórica que impacten en el sistema 

jurídico nacional o bien, cuando el Pleno sufra un 

cambio radical en su integración. Dicho cambio 

será determinado por acuerdo del Pleno y en éste 

se indicará la denominación de la nueva época.
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Artículo 206. Todo criterio que emita el Instituto 

deberá contener una clave de control para su 

debida identificación, que se compondrá del 

número de criterio y del año de emisión. La clave 

de control se asignará por separado dependiendo 

del tipo de criterio que se emita, por lo que en el 

caso en que un criterio orientador se convierta en 

obligatorio, se deberá asignar para este último una 

clave de control distinta de la que se tenía para el 

primer tipo.

Artículo 207. En la redacción del texto del criterio 

se observará lo siguiente:

I. Deberá derivar de la parte considerativa funda-

mental de la resolución correspondiente y conte-

ner únicamente los razonamientos sustantivos que 

le dan origen;

II. Tratándose de criterios reiterados deberá conte-

ner las consideraciones torales que lo sustentan y 

en que se hayan apoyado las tres resoluciones que 

los generen;

III. Tratándose de criterios relevantes, su conteni-

do derivara de un razonamiento de interés superla-

tivo o de notoria trascendencia para el acceso a la 

información o la protección de datos personales, 

establecido en una resolución; además, debe ser 

conciso, puntual y, en su caso, novedoso respecto 

de los criterios de interpretación vigentes; y

IV. No deberá contener datos personales o hacer 

alusión a las particularidades de la resolución o 

resoluciones que lo sustentan.
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Artículo 208. En la conformación del precedente 

se deben observar los datos de identificación de 

las resoluciones de las que derivó el criterio, y se:

I. Citarán en el orden cronológico en el que fueron 

dictadas las resoluciones;

II. Deberá identificar si son resoluciones en mate-

ria de acceso a la información o protección de 

datos personales;

III. Identificará el número de expediente;

IV. Precisará si la votación fue por unanimidad o 

mayoría de votos y, en su caso, el nombre de la o el 

Comisionado quien haya disentido;

V. Especificará si tuvo voto particular, concurrente, 

razonado o disidente;

VI. Mencionará el sujeto obligado sobre el que 

recayó la resolución o el precedente; y

VII. Señalará el nombre de la o el Comisionado 

ponente.

Artículo 209. Para la elaboración de criterios 

elevantes bastará con que el Pleno haya adoptado 

por unanimidad, una determinación de interés o de 

trascendencia en materia de acceso a la informa-

ción o protección de datos personales. Para tales 

efectos, se deberá tomar en consideración que el 

tema o asunto implique cualquiera de los siguien-

tes aspectos:

I. Que se trate de asuntos que estén relacionados 

entre sí de tal forma que sea necesaria una solu-

ción que atienda a las
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consecuencias jurídicas de todos y cada uno de 

ellos;

II. Importancia o interés para la sociedad o para el 

Estado, y se refleje en la gravedad del mismo, es 

decir, en la posible afectación o alteración de valo-

res sociales, políticos o en general, de convivencia, 

bienestar o estabilidad del Estado; o

III. Algún aspecto excepcional o novedoso para la 

resolución de casos futuros.

Artículo 210. El Instituto podrá interrumpir un 

criterio si estima la inaplicabilidad del razonamien-

to en el contenido, a fin de dejarlo sin efectos. Para 

proceder a la interrupción a que se refiere este 

artículo, se requerirá la resolución de un recurso en 

el que se sostenga un criterio contrario al previa-

mente establecido por al menos la mayoría simple 

de los Comisionados del Instituto.

El recurso de revisión en el que establezca un 

criterio distinto de uno previamente aprobado 

constituirá el primer precedente para la emisión 

del nuevo criterio que emita el Instituto.

Artículo 211. Los criterios de interpretación reite-

rados y relevantes vigentes se interrumpirán 

cuando el Pleno del Instituto emita una resolución 

en contrario. En estos casos, en la resolución o las 

resoluciones respectivas deberán expresarse las 

razones que motiven la interrupción del criterio de 

interpretación en cuestión, en la página del Institu-

to y en su caso en la Plataforma Nacional, en el 

apartado en donde se encuentra publicado el
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criterio que se interrumpe, deberá señalarse dicha 

situación y remitir a la resolución que lo motivó.

Para la integración de un nuevo criterio de inter-

pretación en sentido distinto al interrumpido, se 

deberán observar las mismas reglas establecidas 

para su emisión en esta Ley.

Artículo 212. Para interrumpir la observancia de un 

criterio reiterado, la resolución que sea contraria al 

mismo, deberá contar con la votación de al menos 

cuatro de las o los Comisionados del Pleno.

Aquella determinación que interrumpa un criterio 

reiterado por haberse modificado el razonamiento 

que sostenía el Pleno, de ninguna manera podrá 

tener la calidad de criterio relevante y sólo podrá 

tomarse en consideración para la integración de un 

criterio reiterado.

Título Noveno 

De las Medidas de Apremio, Responsabilidades y 

Sanciones 

Capítulo I 

De las Medidas de Apremio 
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Artículo 213. La presente Ley y demás disposicio-

nes de la materia, establecerán los criterios para 

calificar las medidas de apremio, conforme a la 

gravedad de la falta y, en su caso, las condiciones 

económicas del presunto responsable y la reinci-

dencia.

Artículo 214. El Instituto podrá imponer al servidor 

público encargado de cumplir con la resolución, o 

a los miembros de los sindicatos, partidos políticos 

o a la persona física o jurídico colectiva 

esponsable, las siguientes medidas de apremio 

para asegurar el cumplimiento, de sus determina-

ciones:

I. Apercibimiento;

II. Amonestación pública; y

III. Multa, de ciento cincuenta hasta mil quinientas 

veces la UMA.

La multa mínima se impondrá cuando la conducta 

sea por primera vez y ésta se incrementará en un 

tanto por cada reincidencia, hasta llegar al límite 

superior.

Artículo 215. La enunciación de las medidas de 

apremio a que se refiere este Capítulo, no implica 

que deban necesariamente ser aplicadas por su 

orden. En cada caso el Instituto determinará su 

procedencia atendiendo a las condiciones del 

mismo, la gravedad de la infracción, la pertinencia 

de la medida y la reincidencia.

El incumplimiento de los sujetos obligados será 

difundido en el portal de obligaciones de transpa-

rencia del Instituto y considerados en las evalua-

ciones que realicen estos.

En caso de que el incumplimiento de las determi-

naciones del Instituto implique la presunta 
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comisión de un delito o una de las conductas seña-

ladas en esta Ley, el Instituto deberá denunciar los 

hechos ante la autoridad competente.

Las medidas de apremio de carácter económico no 

podrán ser cubiertas con recursos públicos.

Artículo 216. Si a pesar de la ejecución de las 

medidas de apremio previstas en el artículo ante-

rior no se cumple con la determinación, se requeri-

rá el cumplimiento al superior jerárquico para que 

en un plazo de cinco días hábiles lo instruya a cum-

plir sin demora. De persistir el incumplimiento se 

aplicarán sobre el superior jerárquico las medidas 

de apremio establecidas en el artículo anterior.

Transcurrido el plazo, sin que se haya dado cumpli-

miento, se determinarán las sanciones que corres-

pondan.

Artículo 217. Las medidas de apremio a que se 

refiere el presente Capítulo, deberán ser impuestas 

por el Instituto, de conformidad con los procedi-

mientos que establezcan las disposiciones jurídi-

cas aplicables.

Las multas que fije el Instituto se harán efectivas 

ante la Secretaría de Finanzas del Gobierno del 

Estado de México según corresponda, a través de 

los procedimientos que las leyes establezcan y el 

mecanismo implementado para ello.

Artículo 218. Además de las medidas de apremio 

previstas en el presente Capítulo, las leyes de la 

materia podrán establecer aquellas otras que 

consideren necesarias.

Artículo 219. El Instituto podrá convenir con el 

Poder Ejecutivo del Estado, que los recursos que 

se recauden por concepto de multas sean canali-

zados al Instituto y serán destinados al cumpli-

miento de
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los objetivos de la presente Ley y en términos de 

las disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 220. Los órganos de control de los suje-

tos obligados deberán informar al Instituto el 

resultado de los procedimientos que finquen a los 

servidores públicos, una vez que hubieran queda-

do en firme sus resoluciones.

Artículo 221. En caso que del contenido de las 

actuaciones y constancias de los procedimientos 

ventilados ante el Instituto, se advierta la presunta 

comisión de delitos y éstos se persigan de oficio, 

se deberá dar el aviso correspondiente al 

Ministerio Público, remitiéndole copia de las 

constancias conducentes.

Capítulo II 

De las Responsabilidades y Sanciones 

Artículo 222. Son causas de responsabilidad admi-

nistrativa de los servidores públicos de los sujetos 

obligados, por incumplimiento de las obligaciones 

establecidas en la materia de la presente Ley, las 

siguientes:

I. Cualquier acto u omisión que provoque la 

suspensión o deficiencia en la atención de las 

solicitudes de información;

II. La falta de respuesta a las solicitudes de infor-

mación en los plazos señalados en la normatividad 

aplicable; 

III. Actuar con negligencia, dolo o mala fe en la 

clasificación o desclasificación de la información, 

así como durante la sustanciación de las solicitu-

des en materia de acceso a la información o bien, 

al no difundir la información relativa a las 
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Obligaciones de transparencia prevista en la 

presente Ley;

IV. Entregar información clasificada comoreserva-

da;

V. Entregar información clasificada como confi-

dencial fuera de los casos previstos por esta Ley;

VI. Vender, sustraer o publicitar la información 

reservada;}

VII. Hacer caso omiso de los requerimientos y 

resoluciones del Instituto;

VIII. Incumplir los plazos de atención previstos 

en la presente Ley;

IX. Usar, sustraer, divulgar, ocultar, alterar, mutilar, 

destruir o inutilizar, total o parcialmente, sin causa 

legítima, conforme a las facultades correspondien-

tes, la información que se encuentre bajo la custo-

dia de los sujetos obligados y de sus servidores 

públicos o a la cual tengan acceso o conocimiento 

con motivo de su empleo, cargo o comisión;

X. Entregar información incomprensible, incom-

pleta, en un formato no accesible, una modalidad 

de envío o de entrega diferente a la solicitada 

previamente por el usuario en su solicitud de 

acceso a la información, al responder sin la debida 

motivación y fundamentación establecidas en esta 

Ley;

XI. No actualizar la información correspondiente a 

las obligaciones de transparencia en los plazospre-

vistos en la presente Ley;

XII. Declarar con dolo o negligencia la inexistencia 

de información cuando el sujeto 
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obligado deba generarla, derivado del ejercicio de 

sus facultades, competencias o funciones;

XIII. Declarar la inexistencia de la información-

cuando exista total o parcialmente en sus archivos;

XIV. No documentar, el ejercicio de sus facultades, 

competencias, funciones o actos de autoridad, de 

conformidad con las disposiciones jurídicas aplica-

bles;

XV. Realizar actos para intimidar a los solicitantes 

de información o inhibir el ejercicio del derecho;

XVI. Denegar intencionalmente información que 

no se encuentre clasificada como reservada o 

confidencial;

XVII. Clasificar como reservada, con dolo o negl-

gencia, la información sin que se cumplan lasca-

racterísticas señaladas en la presente Ley. Lasan-

ción procederá cuando exista una resoluciónprevia 

del Instituto, que haya quedado firme;

XVIII. No desclasificar la información como reser-

vada cuando los motivos que le dieron origen ya 

no existan o haya fenecido el plazo, cuando el 

Instituto determine que existe una causa de interés 

público que persiste o no se solicite la prórroga al 

Comité de Transparencia;

XIX. No atender los requerimientos establecidos 

en la presente Ley, emitidos por el Instituto;

XX. No acatar las resoluciones emitidas por el 

Instituto, en ejercicio de sus funciones; y

XXI. En general, dejar de cumplir con las disposi-

ciones de esta Ley
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Las sanciones se deberán aplicar atendiendo a la 

gravedad de la falta y, en su caso, las condiciones 

económicas del presunto responsable.

El Instituto deberá considerar como elemento 

agravante la reincidencia en que incurran los 

servidores públicos al momento de determinar la 

aplicación de la sanción correspondiente.

Artículo 223. El Instituto dará vista a la Contraloría 

Interna y Órgano de Control y Vigilancia en 

términos de la Ley de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos del Estado y Municipios, para 

que determine el grado de responsabilidad de 

quienes incumplan con las obligaciones de la 

presente Ley.

El Instituto emitirá las resoluciones que impongan 

sanciones para efectos de registro a la Secretaría 

de la Contraloría del Gobierno del Estado de 

México y a las instancias homólogas de los demás 

sujetos obligados.

El Instituto, por acuerdo del Pleno podrá realizar 

un extrañamiento público al sujeto obligado que 

actualice alguna de las causas de responsabilidad 

administrativa, establecidas en esta Ley y en la Ley 

de Responsabilidades de los Servidores Públicos 

del Estado y Municipios, sin necesidad de que 

inicie el procedimiento administrativo 

disciplinario.

Las sanciones de carácter económico no podrán 

ser cubiertas con recursos públicos.

Las conductas a que se refiere este artículo serán 

sancionadas por el Instituto, de conformidad con 

lo previsto en la Ley de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos del Estado de México y

Municipios. En su caso, darán vista a la autoridad 

competente para que imponga o ejecute la 

sanción



150

Artículo 224. Las responsabilidades que resulten 

de los procedimientos administrativos correspon-

dientes derivados de la violación a lo dispuesto en 

la presente Ley, son independientes de las de 

orden civil, penal o de cualquier otro tipo que se 

puedan derivar de los mismos hechos, para el 

resarcimiento del daño ocasionado por el sujeto 

obligado.

Dichas responsabilidades se determinarán, en 

forma autónoma, a través de los procedimientos 

previstos en las leyes aplicables y las sanciones 

que, en su caso, se impongan por las autoridades 

competentes, también se ejecutarán de manera 

independiente.

Para tales efectos, el Instituto podrá denunciar 

ante las autoridades competentes cualquier acto u 

omisión violatoria de esta Ley y aportar las prue-

bas que se consideren pertinentes, en los términos 

de las disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 225. Ante incumplimientos en materia de 

transparencia y acceso a la información por parte 

de los partidos políticos, el Instituto dará vista, 

según corresponda, al Instituto Nacional Electoral 

o al Instituto Electoral del Estado de México, para 

que resuelvan lo conducente, sin perjuicio de las 

sanciones establecidas para los partidos políticos 

en las disposiciones jurídicas aplicables.

En el caso de probables infracciones relacionadas 

con fideicomisos o fondos públicos, sindicatos o 

personas físicas o jurídicas colectivas que reciban 

y ejerzan recursos públicos o realicen actos de 

autoridad, el Instituto deberá dar vista al órgano 

de control interno o equivalente del sujeto obliga-

do relacionado con estos, cuando sean servidores 

públicos, con el fin de que instrumenten los proc-

dimientos administrativos a que haya lugar.
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Artículo 226. En aquellos casos en que el presunto 

responsable tenga la calidad de servidor público, 

el Instituto deberá remitir a la autoridad compe-

tente, junto con la denuncia correspondiente, un 

expediente en que se contengan todos los elemen-

tos que sustenten la presunta responsabilidad 

administrativa.

La autoridad que conozca del asunto deberá infor-

mar de la conclusión del procedimiento al Institu-

to, para que, en su caso, este a su vez ejecute la 

sanción correspondiente.

Artículo 227. Cuando se trate de presuntos 

responsables de sujetos obligados que no cuenten 

con la calidad de servidor público, el Instituto será 

la autoridad facultada para conocer y desahogar el 

procedimiento sancionatorio conforme a esta Ley 

y deberá llevar a cabo las acciones conducentes 

para la imposición y ejecución de las sanciones.

Artículo 228. El procedimiento a que se refiere el 

artículo anterior dará comienzo con la notificación 

que efectúe el Instituto al presunto responsable, 

sobre los hechos e imputaciones que motivaron el 

inicio del procedimiento y le otorgarán un término 

de quince días hábiles para que rindan pruebas y 

manifieste por escrito lo que a su derecho conven-

ga. En caso de no hacerlo, el Instituto de inmediato 

resolverá con los elementos de convicción que 

disponga.

El Instituto admitirá las pruebas que estime perti-

nentes y procederá a su desahogo y concluido que 

esto sea, notificará al presunto responsable el 

derecho que le asiste para que, de considerarlo 

necesario, presente sus alegatos dentro de los 

cinco días hábiles siguientes a su notificación. Una 

vez analizadas las pruebas y demás elementos de 

convicción, el Instituto resolverá, en definitiva, 

dentro de los treinta días hábiles siguientes a la 

fecha en que inició el procedimiento sancionador. 

Dicha resolución deberá ser notificada al presunto
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responsable y dentro de los diez días hábiles 

siguientes a la notificación se hará pública la reso-

lución correspondiente.

Cuando haya causa justificada por acuerdo indele-

gable del Pleno del Instituto podrá ampliar por una 

sola vez y hasta por un periodo igual el plazo de 

resolución.

Artículo 229. El Instituto expedirá las normas del 

procedimiento, en la que se regule lo relativo a la 

forma, términos y cumplimiento de los plazos a 

que se refiere el procedimiento sancionatorio 

previsto en esta Ley, incluyendo la presentación de 

pruebas y alegatos, la celebración de audiencias, el 

cierre de instrucción y la ejecución de sanciones.

Artículo 230. Las infracciones a lo previsto en la 

presente Ley por parte de sujetos obligados que 

no cuenten con la calidad de servidor público, 

serán sancionadas con:

I. El apercibimiento, por única ocasión, para que el 

sujeto obligado cumpla su obligación de manera 

inmediata, en los términos previstos en esta Ley, 

tratándose de los supuestos previstos en las 

fracciones II, IX, XI, XII y XVI del artículo 222 de 

esta Ley.

Si una vez hecho el apercibimiento no se cumple 

de manera inmediata con la obligación, en los 

términos previstos en esta Ley, tratándose de los 

supuestos mencionados en esta fracción, se 

aplicará multa de ciento cincuenta a doscientos 

cincuenta veces el valor diario de la Unidad de 

Medida y Actualización vigente.

II. Multa de doscientos cincuenta a ochocientas 

veces el valor diario de la Unidad de Medida y 

Actualización vigente, en los casos previstos en las 

fracciones IV y X del artículo 222 de la Ley y
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III. Multa de ochocientas a mil quinientas veces el 

valor diario de la Unidad de Medida y Actualiza-

ción vigente, en los casos previstos en las fraccio-

nes XIII, XIV, XV, XVII, XVIII, XIX, XX y XXI del 

artículo 222 de esta Ley.

Se aplicará multa adicional hasta cincuenta veces 

el valor diario de la Unidad de Medida y Actualiza-

ción vigente, por día, a quien persista en las infrac-

ciones citadas en las fracciones anteriores.

Artículo 231. En caso que el incumplimiento de las 

determinaciones del Instituto implique la presunta 

comisión de un delito, el Instituto deberá denun-

ciar los hechos ante la autoridad competente.

Artículo 232. Las personas físicas o jurídicas 

colectivas que reciban y ejerzan recursos públicos 

o ejerzan actos de autoridad deberán proporcio-

nar la información que permita al sujeto obligado 

que corresponda, cumplir con sus obligaciones de 

transparencia y para atender las solicitudes de 

acceso correspondientes.

Artículo 233. La atención extemporánea de las 

solicitudes de información no exime a los servido-

res públicos de la responsabilidad administrativa 

en que hubiese incurrido en términos de este Capí-

tulo.

Artículo 234. En caso que el Instituto determine 

que por negligencia no se hubiere atendido alguna 

solicitud en los términos de esta Ley, requerirá a la 

Unidad de Transparencia correspondiente para 

que proporcione la información sin costo alguno 

para el solicitante, dentro del plazo de quince días 

hábiles a partir del requerimiento
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TRANSITORIOS 

PRIMERO. Publíquese el presente Decreto en el 

Periódico Oficial “Gaceta del Gobierno”.

SEGUNDO. Este Decreto entrará en vigor al día 

siguiente de su publicación en el Periódico Oficial 

“Gaceta del Gobierno”.

TERCERO. Se abroga la Ley de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública del Estado de 

México y Municipios, publicada en el Periódico  

Oficial “Gaceta del Gobierno” el 30 de abril de 

2004.

CUARTO. Se derogan las disposiciones de igual o 

menor jerarquía que se opongan al presente 

Decreto.

QUINTO. El Instituto, expedirá su Programa de la 

Cultura de Transparencia y de Protección de Datos 

Personales, en un plazo no mayor a ciento veinte 

días hábiles a partir de la entrada en vigor del 

presente Decreto.

SEXTO. El Instituto expedirá su Reglamento 

Interior en un plazo no mayor a ciento veinte días 

hábiles contados a partir de la entrada en vigor del 

presente Decreto, así como los lineamientos que 

resulten necesarios para dar cumplimiento a lo 

establecido en el mismo.

SÉPTIMO. La comisionada presidenta, y las y los 

comisionados que actualmente integran el Institu-

to, ampliarán por dos años más el ejercicio del 

encargo por el que fueron nombrados, a fin de 

cumplir con lo establecido en la Ley General de la 

materia.

OCTAVO. El Consejo Consultivo del Instituto de 

Transparencia, Acceso a la Información Pública y 

Protección de Datos Personales del Estado de
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México y Municipios deberá instalarse previa 

convocatoria que para el efecto emita la Legislatu-

ra.

Para asegurar la elección escalonada con motivo 

de los nombramientos que se realizarán, la 

Legislatura especificará el período de ejercicio 

para cada Consejero, tomando en consideración lo 

siguiente:

a) Nombrará a un Consejero por un periodo de 

cinco años;

b) Nombraran a dos Consejeros por un periodo de 

tres años; y

c) Nombrará a dos Consejeros por un periodo de 

dos años.

NOVENO. El valor de la Unidad de Medida y 

Actualización (UMA), será equivalente al que 

tenga el salario mínimo general vigente, hasta que 

se actualice dicho valor en términos de las disposi-

ciones jurídicas aplicables.

DÉCIMO. La Legislatura del Estado deberá otorgar 

un presupuesto adecuado y suficiente al Instituto 

para el funcionamiento efectivo y cumplimiento de 

la Ley General y la presente Ley, para el ejercicio 

fiscal del año 2017, de conformidad con lo que 

establecen las normas en materia de presupuesto.

DÉCIMO PRIMERO. El Instituto de Transparencia, 

Acceso a la Información Pública y Protección de 

Datos Personales del Estado de México y Munici-

pios, deberá emitir los lineamientos de su servicio 

profesional, en un plazo no mayor de ciento veinte 

días hábiles, a partir de la entrada en vigor de la 

presente Ley.

Lo tendrá entendido el Gobernador del Estado, 

haciendo que se publique y se cumpla. Dado en el 

Palacio del Poder Legislativo, en la ciudad de 

Toluca de Lerdo, capital del Estado de México, a 

los veintiocho días del mes de abril del año dos mil
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dieciséis.- Presidente.- Dip. Raymundo Edgar 

Martínez Carbajal. - secretarios. - Dip. Miguel 

Ángel Xolalpa Molina. - Dip. Marisol Díaz Pérez. 

-Dip. Jesús Sánchez Isidoro. - Rúbricas.

Por tanto, mando se publique, circule, observe y se 

le dé el debido cumplimiento.

Toluca de Lerdo, Méx., a 4 de mayo de 2016. 

 

EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL 

ESTADO DE MÉXICO 

DR. ERUVIEL ÁVILA VILLEGAS 

(RÚBRICA).

 

EL SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO 

JOSÉ S. 

MANZUR QUIROGA 

(RÚBRICA)

je’�e�2017, nzi kja ga mamu�k’u�jña’a ja ga mbe�pi-

ji ne merio.

NA DYECH’A DAJA. � Ne Instituto de Transparen-

cia, Acceso a la Información Publica y Protección 

de Datos Personales del Estado de México y Muni-

cipios, ra mbejñe o jña’a jango ri mamu�jankjo rga 

pepjiyo �mbe�pji, dya ra kjogu�dyete dyote pa’a, 

ma ra mbur�u�ra xak�aji ne Tjur � u�nujna.

Ra mbanra ne Arkate kja ne Ts’ib’onro, ra manda ra 

xak�aji ñ era tsjap � uji nguenra. � Kja ne Palacio del 

Poder Legislativo, kja ne Jñiñi a Zumi, kja Trajñiñi 

k’e Ts’ib’onro, yo pa’a dyote jñincho ne zana nzio 

ne kj’e�’e�yeje dyedyete dyech’a ñanto,-Arka-

te,-Dip. Raymundo Edgar Martinez Carbajal, -yo 

mbepji. � – Dip. Miguel Ángel Xolalpa Molina. – Dip. 

Marisol Díaz Pérez. -Dip. Jesus  Sánchez Isidoro. 

-Yo rubrica. 

Ngeje, ri mandago ra xak�aji, ra pjotr’ � uji, ra nuji ñ 

era �tsjapUji nguenra. �

A Zumi ne Ts’ib’onro, 4 zana nzio ne kje’�e 

�2016. 

NE ARKATE K’O DYENS’EJI KJA NE TS’IB’ONRO 

 

 

DR. ERUVIEL ÁVILA VILLEGAS 

(RUBRICA).

NE MBEPJI K’O OTR’ � U �KJA KANRA ZAYA 

JOSÉ S. MANZUR QUIROGA 

(RUBRICA)
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